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CAPÍTULO V 

INCAUTACIÓN Y COMISO DE BIENES 
ARTÍCULO 25.- Decomiso 
Todos los bienes muebles, los inmuebles, el dinero, los instrumentos, los equipos, los valores y los productos financieros 
utilizados o provenientes de la comisión de los delitos previstos por esta Ley, serán decomisados preventivamente por la 
autoridad competente que conozca de la causa de la causa; lo mismo procederá respecto de los productos financieros de las 
personas jurídicas vinculadas a estos hechos. 
ARTÍCULO 26.- Depósito judicial 
De ordenarse el decomiso por las disposiciones de esta Ley, deberá procederse al depósito judicial de los bienes de interés 
económico, en forma inmediata y exclusiva, a la orden del ICD.  El ICD deberá destinar estos bienes, inmediatamente y en forma 
exclusiva, al cumplimiento de los fines descritos en la presente Ley, salvo casos muy calificados aprobados por el Consejo 
Directivo; asimismo, podrá administrarlos o entregarlos en fideicomiso a un banco estatal, según convenga a sus intereses.  En el 
caso de préstamo de bienes decomisados, antes de la entrega y utilización, la institución beneficiaria deberá asegurarlos por su 
valor, cuando proceda, con la finalidad de garantizar un posible resarcimiento por pérdida o destrucción.  Si se trata de bienes 
inscritos en el Registro Nacional, la autoridad que conozca de la causa ordenará de inmediato la anotación respectiva y la 
comunicará al ICD.  Los beneficios de la administración o del fideicomiso se utilizarán para la consecución de los fines del 
Instituto. 
A partir del momento de la designación del ICD, como depositario judicial, de conformidad con la presente Ley y la Ley N.º 
8204, los bienes estarán exentos de pleno derecho del pago de todo tipo de impuestos, cánones, tasas, cargas, timbres, derecho de 
circulación y cualquier otra forma de contribución. 
En caso de no ser posible, según el segundo párrafo del artículo 33 relativo a Pérdida de bienes o dinero no reclamados, de esta 
Ley, el Instituto deberá publicar un aviso en el diario oficial La Gaceta, en el que se indicarán los objetos, las mercancías y los 
demás bienes en su poder.  Vencido el término establecido en el artículo indicado anteriormente, sin que los interesados 
promuevan la acción correspondiente, siempre y cuando exista una resolución judicial, los bienes y objetos de valores 
decomisados pasarán, a ser, en forma definitiva, propiedad del Instituto, y deberán utilizarse para los fines establecidos en esta 
Ley o en la Ley N.º 8204, según corresponda. 
ARTÍCULO 27.- Anotación registral 
Si se trata de bienes inscritos en el Registro Nacional, la autoridad judicial que conozca de la causa ordenará de inmediato la 
anotación respectiva y la comunicará al ICD. 
ARTÍCULO 28.- Utilización de vehículos con placa extranjera 
En los casos de vehículos con placa extranjera, no registrados o no nacionalizados, bastará la solicitud del Instituto para que las 
dependencias autorizadas del Ministerio de Obras Públicas y Transportes (MOPT), y el Registro Nacional otorguen los permisos 
y la documentación correspondientes para la circulación temporal, en el territorio nacional. 

ARTÍCULO 29.- Terceros de buena fe 
Las medidas y sanciones contempladas en la presente Ley y en la Ley N.º 8204, en cuanto a decomiso, se aplicarán sin perjuicio 
de los derechos de los terceros de buena fe. 
Los terceros interesados que cumplan los presupuestos establecidos en los artículos 93 y 94 de la Ley N.° 8204, tendrán tres 
meses de plazo, contado a partir de la comunicación mencionada en el artículo 84 del mismo cuerpo legal, para reclamar los 
bienes y objetos decomisados.  El tribunal podrá diferir hasta sentencia la resolución de lo planteado por la persona interesada; 
pero, vencido el plazo señalado en esta norma sin la intervención de algún tercero, se decretarán el comiso y traspaso definitivo 
del dominio a favor del ICD. 
ARTÍCULO 30.- Administración del dinero decomisado 
La autoridad judicial depositará el dinero decomisado en las cuentas corrientes que el ICD dispondrá para tal efecto en un banco 
público, y de inmediato le remitirá copia del depósito efectuado. 
A excepción de lo dispuesto en el artículo 85 de la Ley N.º 8204, los rendimientos producidos por las inversiones descritas 
deberán distribuirse de la siguiente manera: 

a) Un cuarenta por ciento (40%) al OIJ, para la atención, el mantenimiento y la actualización de la PIP, así como para la 
investigación de delitos y la protección de personas. 



b) Un veinte por ciento (20%) al ICD, para gastos de administración, de aseguramiento, seguimiento y mantenimiento de 
los bienes decomisados y comisados. 
c) Un diez por ciento (10%) al Poder Judicial, para el mantenimiento y la actualización del Centro Judicial de Intervención 
de las Comunicaciones (CJIC). 
d) Un diez por ciento (10%) al Ministerio de Justicia, para cubrir las necesidades de la Policía penitenciaria. 
e) Un diez por ciento (10%) al Ministerio Público, para la Oficina de la Atención para la Víctima del Delito. 
f) Un diez por ciento (10%) al Ministerio de Seguridad Pública y Gobernación, para cubrir las necesidades de los cuerpos 
policiales que lo integren. 

Dichos recursos podrán ser transferidos a las instituciones beneficiarias descritas en el presente artículo, en cumplimiento de lo 
dispuesto en la Ley N.º 8131, Administración financiera de la República y presupuestos públicos. 
ARTÍCULO 31.- Disposición previa de bienes 
Los bienes que puedan deteriorarse, dañarse y sean de costoso mantenimiento podrán ser vendidos, rematados o subastados antes 
de la sentencia firme.  Para ello, la Unidad de Administración de Bienes Decomisados y Comisados deberá dictar una resolución 
fundada que motive el acto, en la que deberá incluirse el valor de mercado de dichos bienes.  El dinero que se genere será 
depositado en las cuentas corrientes del ICD, hasta la finalización del proceso. 
El ICD podrá realizar inversiones con los dineros que genere la enajenación bajo cualquier figura financiera ofrecida por los 
bancos estatales, que permitan maximizar rendimientos y minimizar los riesgos.  Los intereses generados por las inversiones 
podrán ser reinvertidos en condiciones semejantes o utilizados en el desarrollo de políticas, planes y estrategias contra los delitos 
previstos en esta Ley.  La distribución de los rendimientos generados por las inversiones se realizará de conformidad con el 
artículo anterior. 

ARTÍCULO 32.- Bienes perecederos y otros 
El ICD podrá vender, donar o destruir los bienes perecederos, el combustible, los materiales para construcción, la chatarra, los 
precursores y químicos esenciales y los animales, antes de que se dicte sentencia firme en los procesos penales respectivos.  Para 
ello, la Unidad de Administración de Bienes Decomisados y Comisados deberá dictar una resolución fundada que motive el acto, 
en la que deberá incluir el valor de mercado de dichos bienes.  El dinero que se genere será depositado en las cuentas corrientes 
del ICD y podrá ser invertido hasta la finalización del proceso. 

ARTÍCULO 33.- Pérdida de bienes o dineros no reclamados 
Si transcurridos seis meses del decomiso de los bienes muebles e inmuebles, los vehículos, los instrumentos, los equipos, los 
valores y el dinero utilizados en la comisión de los delitos previstos en esta Ley, así como los diversos bienes o valores 
provenientes de tales acciones, sin que se haya podido establecer la identidad del autor o partícipe del hecho, o si este ha 
abandonado los bienes de interés económico, los elementos y los medios de transporte utilizados, la autoridad competente 
ordenará el comiso definitivo de dichos bienes, los cuales pasarán a la orden del Instituto,  para los fines previstos en esta Ley. 
Asimismo, cuando transcurran más de tres meses de dictada la sentencia firme, sin que quienes puedan alegar interés jurídico 
legítimo, sobre los bienes de interés económico utilizados en la comisión de los delitos previstos en esta Ley, hayan hecho 
gestión alguna para retirarlos, la acción del interesado para interponer cualquier reclamo caducará y el Instituto podrá disponer 
de los bienes, previa autorización del tribunal que conoció la causa. 

ARTÍCULO 34.- Comiso 
A excepción de lo comisado en aplicación de la Ley N.º 8204, ordenado el comiso de bienes muebles o inmuebles por sentencia 
judicial o por aplicación del presente artículo, a favor del ICD, este podrá conservarlos para el cumplimiento de sus objetivos, 
donarlos a entidades de interés público, prioritariamente a organismos cuyo fin sea la represión del crimen organizado, 
rematarlos o subastarlos. 
Decretado el comiso de vehículos, buques, naves o aeronaves, se extinguirán todas las obligaciones económicas derivadas de la 
imposición de multas, anotaciones que consten en el Registro Público que se encuentren prescritas y sanciones por infracciones a 
las normas de tránsito.  Asimismo, quedarán exentos del pago del derecho de circulación hasta que se defina su destino, de 
conformidad con el primer párrafo de este artículo. 
Ordenado el comiso de bienes inmuebles, estos quedarán exentos del pago de todo tipo de impuestos, cánones, tasas, cargas, 
tanto municipales como territoriales, y de cualquier otra forma de contribución, hasta que se defina su destino, de conformidad 
con el primer párrafo de este artículo. 
ARTÍCULO 35.- Control y fiscalización de las inversiones 
El ICD deberá remitir, en forma semestral, un balance general del resultado de las inversiones realizadas, debidamente 
certificado por el ente de capital público que las administre, a la Contraloría General de la República y a la Comisión Permanente 
Especial para el Control del Ingreso y Gastos Públicos, de la Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica. 
ARTÍCULO 36.- Distribución de dineros y valores comisados 
A excepción de lo dispuesto en la Ley N.º 8204 y previa reserva de los bienes necesarios para el cumplimiento de sus fines, 
cuando se trate de dinero y valores comisados o del producto de bienes invertidos, subastados o rematados, el ICD deberá 
distribuirlos en la siguiente forma: 

a) Un veinte por ciento (20%) al ICD, para gastos de aseguramiento, almacenamiento, seguimiento y mantenimiento de los 
bienes decomisados y comisados. 
b) Un diez por ciento (10%) al Poder Judicial, para el mantenimiento y la actualización del Centro Judicial de Intervención 
de las Comunicaciones (CJIC). 



c) Un diez por ciento (10%) al Ministerio Público, para la Oficina de Atención a la Víctima de Delito y el combate del 
crimen organizado. 
d) Un cincuenta por ciento (50%) al OIJ, para la atención, el mantenimiento y actualización de la PIP, así como para la 
investigación de delitos y la protección de personas. 
e) Un diez por ciento (10%) al Ministerio de Seguridad Pública y Gobernación, para cubrir las necesidades de los cuerpos 
policiales que lo integren. 

Estos recursos serán transferidos a las instituciones beneficiarias descritas en el presente artículo, en cumplimiento de lo 
dispuesto en la Ley N.º 8131, Administración financiera de la República y presupuestos públicos. 

ARTÍCULO 37.- Inscripción de bienes 
En los casos de bienes comisados sujetos a inscripción en el Registro Nacional, bastará la orden de la autoridad judicial 
competente para que la sección respectiva de dicho registro proceda a la inscripción o el traspaso del bien a favor del ICD. 
Inmediatamente después de que la sentencia se encuentre firme, la autoridad competente enviará la orden de inscripción o de 
traspaso y estará exenta del pago de todos los impuestos, tasas, cánones, cargas, de transferencia y propiedad, previstos en la Ley 
N.° 7088, así como del pago de los timbres y derechos de traspaso o inscripción.  En tales casos, no será necesario contar con la 
nota respectiva emitida por el Departamento de Exenciones del Ministerio de Hacienda. 
El mandamiento de inscripción se equiparará a la póliza de desalmacenaje, en los casos de vehículos con placa extranjera o 
recién importados. 
ARTÍCULO 38.- Donación de bienes 
En los casos de donación de bienes, muebles o inmuebles, a instituciones del Estado o de interés público será necesario contar 
únicamente con el acuerdo del Consejo Directivo del ICD y el acta de donación emitida por la Unidad de Administración de 
Bienes Comisados y Decomisados de dicho Instituto, para que el Registro Nacional realice el traspaso o la inscripción a favor del 
ente beneficiario.  Este documento estará exento del pago de todos los impuestos de traspaso. 

ARTÍCULO 39.- Destrucción de bienes en estado de deterioro  
En los casos en que la autoridad judicial competente ordene, mediante sentencia o resolución firme, el comiso de bienes que, por 
su naturaleza, estén sujetos a inscripción o traspaso en el Registro Nacional y se encuentren en un estado de deterioro que haga 
imposible o excesivamente onerosa su reparación o mejora, el Instituto, previa resolución fundada, podrá destruirlos o donarlos 
en condición de chatarra.  La evaluación del estado de los bienes la realizará la Unidad de Administración de Bienes 
Decomisados y Comisados del ICD. 
ARTÍCULO 40.- Otros ingresos 
Todos los otros ingresos que se generen producto de la aplicación de la presente Ley, se distribuirán conforme a lo establecido en 
el artículo 30 de esta Ley. 
Los dineros provenientes de las costas ganadas por las acciones civiles resarcitorias delegadas en el Ministerio Público, serán 
utilizados en la protección de personas a cargo del Programa de protección de víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en 
el proceso penal, a cargo de la Oficina de Atención a Víctimas del Delito, conforme lo disponga el Ministerio Público. 

 

 

LEY DE FORTALECIMIENTO INTEGRAL A LA SEGURIDAD CIUDADANA 

 

Capítulo V 

Decomiso y comiso 

ARTÍCULO 21.- Autorización para inversiones 

El Instituto podrá realizar inversiones de los dineros comisados bajo cualquier figura financiera ofrecida por los bancos 
estatales, que permitan maximizar los rendimientos y minimizar los riesgos. Los intereses generados podrán ser reinvertidos en 
iguales condiciones. 

Cuando se trate de dinero en efectivo, valores o el producto de bienes subastados, el Instituto Costarricense sobre Drogas 
deberá destinar: 

a)  Treinta por ciento (30%) para el Organismo de Investigación Judicial, para la atención, mantenimiento y actualización 
de la Plataforma de Información Policial, así como para la investigación de delitos y protección de personas. 



b)  Veinte por ciento (20%) para el Instituto Costarricense sobre Drogas, para gastos de aseguramiento, seguimiento y 
mantenimiento de los bienes decomisados. 

c)  Veinte por ciento (20%) al Ministerio de Seguridad Pública y de Gobernación, para cubrir las necesidades de los 
cuerpos policiales que lo integren y la protección de personas de acuerdo a esta Ley. 

d)  Diez por ciento (10%) para el Poder Judicial, para el mantenimiento y actualización del Centro Judicial de las 
Comunicaciones. 

e)  Diez por ciento (10%) para el Ministerio de Justicia para cubrir las necesidades de la policía penitenciaria. 

f)   Diez por ciento (10%) para el Ministerio Público, para la Oficina de Atención a la Víctima de Delito. 

ARTÍCULO 22.- Decomiso 

Todos los bienes muebles e inmuebles, vehículos, instrumentos, equipos, valores, dinero y demás objetos utilizados en la 
comisión de los delitos previstos en esta Ley, así como los diversos bienes o valores provenientes de tales acciones, serán 
decomisados preventivamente por la autoridad competente que conozca de la causa; lo mismo procederá respecto de las 
acciones, los aportes de capital y la hacienda de personas jurídicas vinculadas con estos hechos. 

A partir del momento de la designación de depositario judicial y durante el período en que se mantengan en esa condición 
procesal, los bienes de conformidad con la presente Ley están exentos de pleno derecho del pago de todo tipo de impuestos, 
tasas, cargas y cualquiera otra forma de contribución. 

ARTÍCULO 23.-    Depósito judicial 

De ordenarse las medidas mencionadas en esta Ley, deberá procederse al depósito judicial de los bienes en forma 
inmediata y exclusiva, a la orden del Instituto Costarricense sobre Drogas.  Previo aseguramiento por el valor del bien, para 
garantizar un posible resarcimiento por deterioro o destrucción, el Instituto Costarricense sobre Drogas deberá destinar estos 
bienes, inmediatamente y en forma exclusiva, al cumplimiento de los fines descritos en la presente Ley, salvo casos muy 
calificados aprobados por el Consejo Directivo; asimismo, podrá administrarlos o entregarlos en fideicomiso a un banco estatal, 
según convenga a sus intereses.  Si se trata de bienes inscritos en el Registro Nacional, la autoridad que conozca de la causa 
ordenará de inmediato la anotación respectiva y la comunicará al Instituto Costarricense sobre Drogas.  Los beneficios de la 
administración o del fideicomiso se utilizarán para la consecución de los fines propios de esta Ley. 

ARTÍCULO 24.- Administración de bienes decomisados 

Siempre que no exista norma especial en contrario, la autoridad judicial depositará el dinero decomisado en las cuentas 
corrientes que el Instituto Costarricense sobre Drogas mantenga en el Sistema Bancario Nacional, y de inmediato remitirá copia 
del depósito efectuado.  El Instituto podrá realizar inversiones de esos dineros bajo cualquier figura financiera ofrecida por los 
bancos estatales, que permitan maximizar los rendimientos y minimizar los riesgos. Los intereses o rendimientos generados 
podrán ser reinvertidos en iguales condiciones. 

Salvo lo dispuesto en la Ley de Psicotrópicos, Drogas de Uso no Autorizado o la Ley de Migración, las ganancias 
producidas por las inversiones descritas deberán destinarse de la siguiente manera: 

a)  Treinta por ciento (30%) para el Organismo de Investigación Judicial, para la atención, mantenimiento y actualización 
de la Plataforma de Información Policial, así como para la investigación de delitos y protección de personas. 

b)  Veinte por ciento (20%) para el Instituto Costarricense sobre Drogas, para gastos de aseguramiento, seguimiento y 
mantenimiento de los bienes decomisados. 

c)  Veinte por ciento (20%) al Ministerio de Seguridad Pública y de Gobernación, para cubrir las necesidades de los 
cuerpos policiales que lo integren y la protección de personas de acuerdo con esta Ley. 



d)  Diez por ciento (10%) para el Poder Judicial, para el mantenimiento y actualización del Centro Judicial de las 
Comunicaciones. 

e)  Diez por ciento (10%) para el Ministerio de Justicia para cubrir las necesidades de la policía penitenciaria. 

f)   Diez por ciento (10%) para el Ministerio Público, para la Oficina de Atención a la Víctima de Delito. 

ARTÍCULO 25.- Bienes perecederos 

Los bienes perecederos podrán ser vendidos por el Instituto Costarricense sobre Drogas, antes de dictarse sentencia 
definitiva en los respectivos procesos penales, de acuerdo con el reglamento de la institución; para ello, deberá contarse con el 
peritaje respectivo.  Los montos obtenidos serán destinados conforme indica el artículo anterior. 

ARTÍCULO 26.- Pérdida de bienes no reclamados 

Tres meses después del sobreseimiento definitivo, de la desestimación, del archivo o de la sentencia firme, sin que haya 
reclamo sobre los bienes utilizados en la comisión de los delitos previstos en esta Ley, caducará cualquier interés o derecho y el 
Instituto Costarricense sobre Drogas dispondrá de esos bienes. 

ARTÍCULO 27.- Distribución  

Con excepción de lo dispuesto en la Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, 
legitimación de capitales y actividades conexas de psicotrópicos, o en la Ley de Migración, en punto a la distribución de los 
bienes caídos en comiso, o del producto de estos, los bienes que pasen a ser patrimonio del Instituto Costarricense sobre Drogas 
serán destinados íntegramente a la lucha contra el crimen. Serán administrados y distribuidos por el Instituto Costarricense sobre 
Drogas o por la Dirección General de Migración, según corresponda. 

Los bienes que pasen a patrimonio del Instituto Costarricense sobre Drogas o el producto de estos, serán distribuidos de la 
siguiente forma: 

a)  Treinta por ciento (30%) para el Organismo de Investigación Judicial, para la atención, mantenimiento y actualización 
de la Plataforma de Información Policial, así como para la investigación de delitos y protección de personas. 

b)  Veinte por ciento (20%) para el Instituto Costarricense sobre Drogas, para gastos de aseguramiento, seguimiento y 
mantenimiento de los bienes decomisados. 

c)  Veinte por ciento (20%) al Ministerio de Seguridad Pública y de Gobernación, para cubrir las necesidades de los 
cuerpos policiales que lo integren y la protección de personas. 

d)  Diez por ciento (10%) para el Poder Judicial, para el mantenimiento y actualización del Centro Judicial de las 
Comunicaciones. 

e)  Diez por ciento (10%) para el Ministerio de Justicia para cubrir las necesidades de la policía penitenciaria. 

f)   Diez por ciento (10%) para el Ministerio Público, para la Oficina de Atención a la Víctima de Delito. 

ARTÍCULO 28.- Cesión de fondos 

Los jerarcas del Organismo de Investigación Judicial y del Ministerio de Seguridad Pública y de Gobernación, podrán 
ceder total o parcialmente el porcentaje asignado a las dependencias bajo su cargo, a favor de alguna de las enumeradas en este 
artículo; el fiscal general de la República podrá ejercer esta facultad previa consulta al Consejo Fiscal.  La entidad que reciba una 
cesión no podrá cambiar el destino específico en que debe invertir los fondos. 

 



 

 

 

 

 

LEY 8204 SOBRE ESTUPEFACIENTES Y LAVADO 

 

 
DECOMISO Y COMISO DE LOS BIENES UTILIZADOS COMO MED IO O 

PROVENIENTES DE LOS DELITOS PREVISTOS 
POR ESTA LEY 

 
CAPÍTULO I 

 
DECOMISO 

 
Artículo 83.- Todos los bienes muebles e inmuebles, vehículos, 
instrumentos, equipos, valores, dinero y demás objetos utilizados en la 
comisión de los delitos previstos en esta Ley, así como los diversos bienes o 
valores provenientes de tales acciones, serán decomisados 
preventivamente por la autoridad competente que conozca de la causa; lo 
mismo procederá respecto de las acciones, los aportes de capital y la 
hacienda de personas jurídicas vinculadas con estos hechos. 
 

Los terceros interesados que cumplan los presupuestos del artículo 
94 de esta Ley, tendrán tres meses de plazo, a partir de las comunicaciones 
mencionadas en los artículos 84 y 90 de la presente Ley, para reclamar los 
bienes y objetos decomisados, plazo en el cual deberán satisfacer los 
requisitos legales que se exijan, para cada caso, sin perjuicio de lo 
dispuesto en los artículos anteriores. 

 
Artículo 84.- De ordenarse cualquiera de las medidas mencionadas en el 
artículo anterior, los bienes deberán ponerse en depósito judicial, en forma 
inmediata y exclusiva, a la orden del Instituto Costarricense sobre Drogas.  Previo 
aseguramiento por el valor del bien, para garantizar un posible resarcimiento por 
deterioro o destrucción, el Instituto Costarricense sobre Drogas deberá destinar 
estos bienes, inmediatamente y en forma exclusiva, al cumplimiento de los fines 
descritos en la presente Ley, salvo casos muy calificados aprobados por el Consejo 
Directivo; asimismo, podrá administrarlos o entregarlos en fideicomiso a un banco 
estatal, según convenga a sus intereses.  Si se trata de bienes inscritos en el 
Registro Nacional, la autoridad que conozca de la causa ordenará de inmediato la 
anotación respectiva y la comunicará al Instituto Costarricense sobre Drogas.  Los 



beneficios de la administración o del fideicomiso se utilizarán para la consecución 
de los fines del Instituto. 

 

En caso de no ser posible proceder según el párrafo segundo del artículo 90 
de esta Ley, el Instituto deberá publicar un aviso en el diario oficial, en el que se 
indicarán los objetos, las mercancías y los demás bienes en su poder.  Vencido el 
término establecido en el artículo anterior sin que los interesados promuevan la 
acción correspondiente, siempre y cuando exista una resolución judicial, los bienes 
y objetos de valores decomisados pasarán, en forma definitiva, a propiedad del 
Instituto y deberán utilizarse para los fines establecidos en esta Ley. 

 
Artículo 85.- La autoridad judicial depositará el dinero decomisado en la 
cuenta corriente del Instituto Costarricense sobre Drogas y, de inmediato, le 
remitirá copia del depósito efectuado.  De los intereses que produzca, el 
Instituto deberá destinar: 
 
a) El sesenta por ciento (60%) al cumplimiento de los programas 
preventivos, de este porcentaje, al menos la mitad será para los programas 
de prevención del consumo, tratamiento y rehabilitación que desarrolla el 
IAFA. 
 
b) Un treinta por ciento (30%) a los programas represivos. 
 
c) Un diez por ciento (10%) al aseguramiento y mantenimiento de los 
bienes decomisados, cuyo destino sea el señalado en el artículo anterior. 
 
Artículo 86.- Si, con ocasión de hechos o ilícitos contemplados en la 
presente Ley, se inicia una investigación de parte de las autoridades 
competentes, toda entidad financiera o que sea parte de un grupo 
financiero, tendrá la obligación de resguardar toda la información, los 
documentos, valores y dineros que puedan ser utilizados como evidencia o 
pruebas dentro de la investigación o en un proceso judicial; en cuanto a los 
dineros o valores que se mantengan depositados o en custodia, deberá 
proceder a su congelamiento o al depósito en el Banco Central de Costa 
Rica e informar a las autoridades de las acciones realizadas.  Las 
obligaciones anteriores nacen a partir del momento en que las entidades 
reciban de las autoridades, un aviso formal de la existencia de una 
investigación o de un proceso penal judicial, o de que las entidades 
interpongan la denuncia correspondiente.  
 
 Estas acciones no acarrearán, a las entidades o a los funcionarios que 
las realicen, responsabilidades administrativas, civiles, penales ni de 
ninguna otra índole, si se ha actuado de buena fe. 

 
CAPÍTULO II 



 
COMISO 

 
Artículo 87.- Si, en sentencia firme, se ordena el comiso a favor del 
Instituto Costarricense sobre Drogas de los bienes muebles e inmuebles, así 
como de los valores o el dinero en efectivo mencionados en los artículos 
anteriores, el Instituto podrá conservarlos para el cumplimiento de sus 
objetivos, donarlos a entidades de interés público, prioritariamente a 
organismos cuyo fin sea la prevención o represión de las drogas, o 
subastarlos. 
 

Cuando se trate de dinero en efectivo, valores o el producto de 
bienes subastados, el Instituto Costarricense sobre Drogas deberá destinar: 
 
a) El sesenta por ciento (60%) al cumplimiento de los programas 
preventivos; de este porcentaje, al menos la mitad será para los programas 
de prevención del consumo, tratamiento y rehabilitación que desarrolla el 
IAFA. 
 
b) Un treinta por ciento (30%) a los programas represivos. 
 
c) Un diez por ciento (10%) al seguimiento y mantenimiento de los 
bienes comisados. 

 
Artículo 88.- Los bienes perecederos podrán ser vendidos por el Instituto, 
antes de que se dicte sentencia definitiva dentro de los respectivos juicios 
penales, de acuerdo con el reglamento de la Institución; para ello, deberá 
contarse con un peritaje extendido por la oficina competente del Ministerio 
de Hacienda.  Los montos obtenidos serán destinados conforme lo indica el 
artículo anterior. 
 
Artículo 89.- En los casos de bienes comisados sujetos a inscripción en el 
Registro Nacional, bastará la orden de la autoridad judicial competente para 
que la sección respectiva de dicho Registro proceda a la inscripción o el 
traspaso del bien a favor del Instituto Costarricense sobre Drogas. 
 
 Inmediatamente después de que la sentencia se encuentre firme, la 
autoridad competente enviará la orden de inscripción o traspaso, a la cual 
deberá adjuntársele la respectiva boleta de seguridad, y estará exenta del 
pago de todos los impuestos de transferencia y propiedad previstos en la 
Ley Nº 7088, así como del pago de los timbres y derechos de traspaso o 
inscripción.  Para estos casos, no será necesario contar con la respectiva 
nota emitida por el Departamento de Exenciones del Ministerio de Hacienda. 
 
Artículo 90.- Si transcurrido un año del decomiso del bien no se puede 
establecer la identidad del autor o partícipe del hecho o este ha abandonado 



los bienes de interés económico, los elementos y los medios de transporte 
utilizados, la autoridad competente ordenará el comiso definitivo de dichos 
bienes, los cuales pasarán a la orden del Instituto para los fines previstos en 
esta Ley. 
 
 Asimismo, cuando transcurran más de tres meses de finalizado o 
cerrado el proceso penal sin que quienes puedan alegar interés jurídico 
legítimo sobre los bienes de interés económico utilizados en la comisión de 
los delitos previstos en esta Ley, hayan hecho gestión alguna para retirarlos, 
la acción del interesado para interponer cualquier reclamo caducará, y el 
Instituto podrá disponer de los bienes, previa autorización del tribunal que 
conoció de la causa.  Para tales efectos, se seguirá lo dispuesto en el 
artículo 89 de esta Ley. 
 
Artículo 91.- En los casos en que la autoridad judicial competente ordene, 
mediante sentencia firme, el comiso de bienes que, por su naturaleza, estén 
sujetos a inscripción o traspaso en el Registro Nacional y se encuentren en 
un estado de deterioro que haga imposible o excesivamente onerosa su 
reparación o mejora, el Instituto podrá destinarlos a las funciones descritas 
en la presente Ley, sin que sea necesaria su inscripción o el traspaso en el 
Registro Nacional.  La evaluación del estado de los bienes la realizará el 
Departamento de Valoración del Ministerio de Hacienda. 
 
Artículo 92.- A la persona física o jurídica a quien se le haya cancelado 
una patente, un permiso, una concesión o una licencia, no se le podrán 
autorizar, personalmente ni mediante terceros, sean estos personas físicas 
o jurídicas, permisos, concesiones ni licencias, durante los diez años 
posteriores a la cancelación. 

 


